KATHERINE RESTREPO MONSALVE
1) Historia académica:
· Abogada Universidad de Antioquia- Graduada año 2006.
· Especialista en derecho administrativo Universidad Externado de Colombia- Graduada año 2008.
· Estudios en Historia – Universidad de Antioquia.
· Estudios en Finanzas- CEIPA.
Estudios autodidactas matemáticas financieras, estadística, procesos estocásticos, procesos de Markov, Bernoulli y teoría de juegos.

2) Historia Laboral
Accionista de FERMAT CONSULTORIA S.A.S., empresa de servicios jurídicos y derecho de daños. 
Abogada en ejercicio de litigio estratégico de derechos humanos ante la Jurisdicción Contencioso – Administrativa:
· En ejercicio de medios de control de reparación directa en demandas del régimen objetivo (daño especial y riesgo excepcional) y régimen subjetivo falla en el servicio.
· Nulidad y restablecimiento del derecho.
· Controversias contractuales.
· Acciones constitucionales: Popular, grupo y cumplimiento.
Conjuez del Tribunal Administrativo de Antioquia.
Asesora jurídica externa de entidades públicas en actividades de derecho administrativo contractual y sancionatorio: Alcaldía de Medellín, Alcaldía de Girardota (Antioquia), Universidad de Antioquia, Metroplús S.A. 
Asesora jurídica externa de prestadores de servicios públicos, especializándome en el área de aseo y aprovechamiento de residuos: Empresas Públicas de La Unión (Ant)- Empresas Públicas de La Ceja (Ant), Aguas y Aseo de El Peñol, Occidente Limpio S.A.S. E.S.P.
Apoderada judicial de la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO DE RECICLADORES PLANETA VERDE del municipio de Rionegro (Ant) ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa desde el año 2018 y de la ASOCIACION DE RECICLADORES DE OFICIO DE CALI- ARCA RECICLADORES y FUNDACIÓN HUELLA AMBIENTAL, para Coadyuvancia en el proceso de radicado 11001 03 24 000 2016 00605 00, demanda al Decreto 596 de 2016 del Ministerio de Vivienda, surtido ante el Consejo de Estado, desde el mes de diciembre de 2020.
Abogada en actividades de voluntariado en la FUNDACIÓN CIVISOL PARA PARA LA CONSTRUCCION CÍVICO SOLIDARIA DE UN CAMBIO SISTÉMICO, a partir del mes de junio del año 2021

A MÁS DE 13 AÑOS DE LA SENTENCIA T-291 DE 2009: EL RUIDO ESTRIDENTE DE LA LETRA MUERTE DE LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL.

Ante la apremiante solicitud realizada por la Doctora Adriana Ruiz-Restrepo para escribir (solo tres días hábiles cruzando estos un puente festivo) desde mi experiencia como litigante las implicaciones prácticas de la línea jurisprudencial de recicladores y entre estas la sentencia T-291 de 2009 en mis actividades como defensora de recicladores de oficio ante la jurisdicción contencioso-administrativa, no tengo otra respuesta diferente a decir ninguna. Y ojalá sólo se quedara en esta especie de jurisprudencia inútil que solo sirve como antecedente jurisprudencial de cita para alguna tutela de esas que no llegan a ningún lado de algún ciudadano fuera de las urbes de Bogotá, Medellín y Cali
Lamentablemente la copiosa jurisprudencia constitucional fue la excusa o licencia que tomaron las entidades territoriales y entidades estatales como el Ministerio de Vivienda y la Comisión de Regulación para dar forma a la completa desconfiguración de la concepción del servicio público en unas de las actividades complementarias del servicio domiciliario de aseo, el aprovechamiento para someterlo al libre mercado de residuos donde todos pueden ingresar y donde se reguló, contrario lo establecido por la jurisprudencia, cómo sería el ingreso de los recicladores a competir a través de progresividad, cuando la Corte dispuso lo contrario, que el Estado tenía la competencia para definir el marco de regulación que debía implementarse para el ingreso del privado o particular cuando este pretendiera ser prestador de aprovechamiento. 
El sentido de la jurisprudencia o la idea de derecho en materia de protección a recicladores, era establecer a favor de estos unos derechos de estructura deóntica a acciones positivas tanto fácticas como normativas por parte del Estado y sus agentes sin que esto significara que los recicladores abandonaran su posición jurídica de personas protegidas por su estado de vulnerabilidad (Derecho a no eliminación de posición jurídica según la teoría de los derechos fundamentales de Robert Alexy). 
Así no fue entendido por quienes redactaron los instrumentos jurídicos que ordenó la Corte Constitucional, pues el ideal protectorio de discriminación positiva para de este grupo social se terminó transformando en aquello que precisamente la Corte pretendía evitar, en palabras de Zagrebelsky “(…) la idea (…) se disuelven una variedad de perfiles que cada cual alimenta a su gusto, el derecho positivo se pierde en una Babel de lenguas incomprensibles entre sí y confundentes para el público profano”. 
Los Decretos 2981 de 2013 recopilado en el Decreto 1077 de 2015 y el Decreto 596 de 2016 emitidos por el Ministerio de Vivienda, Medio Ambiente, Ciudad y territorio, en mayor medida este último pretendieron recoger los conceptos de Acciones Afirmativas y cita en su parte considerativa autos y sentencias, pero más adelante las desfigura totalmente. 
El artículo 2.3.2.5.1.2. del decreto 596 de 2016 es el ejemplo más palpable de ello:

“Ámbito de Aplicación. El presente capítulo aplica a las entidades territoriales, a las personas prestadoras de la actividad de recolección y transporte de residuos no aprovechables, personas prestadoras de la actividad de aprovechamiento incluidas las organizaciones de recicladores de oficio que estén en proceso de formalización, a los usuarios, a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD), a la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA). 
Lo dispuesto en el presente capítulo aplica la actividad de aprovechamiento del servicio público de aseo ya sea en libre competencia o a través de áreas de servicio exclusivo en las que se incluya o no, esa actividad.”

El Estado no reguló y mucho menos estableció normativamente restricciones al ejercicio de la libertad económica, que era precisamente el fin se buscaba a nivel de acciones positivas del nivel normativo para que la libre competencia fuera regulada en unos estándares más rigurosos para los particulares y no para que se le impusieran más requisitos al reciclador para que estuviera en posibilidad, no solo de seguir reciclando sino para que se le respete como actor dentro del sistema de aprovechamiento. Esta es la razón por la cual fui buscada por los recicladores agremiados a la ASOCIACION DE RECICLADORES DE OFICIO DE CALI- ARCA RECICLADORES y FUNDACIÓN HUELLA AMBIENTAL, de la ciudad de Cali (Valle), algunos de ellos beneficiarios de la T-291 de 2009, con el fin de coadyuvar la demanda interpuesta por otro reciclador de la ciudad de Bogotá, el señor Campo Elías Jiménez Barinas y hacerse parte en la demanda de Nulidad adelantando ante el Consejo de Estado en contra del Decreto 596 de 2016. 

Esta situación, genera efectos prácticos a la hora de defender la población recicladora toda vez que autoridades administrativas y judiciales, amparados en fundamentos solo legales construidos con unas normas que están completamente desviados de la principialisitica constitucional de la igualdad, libertad económica y libertad de empresa que dimanaban del artículo 333 de la Constitución y las ordenes complejas dadas por la Corte para garantizar el proceso de inclusión de los recicladores, pero que en lo formal parecen acatar los fallos emitidos por el Juez Constitucional, llevan a que nieguen aquellas acciones afirmativas que son básicas para que el reciclador organizado pueda competir en igualdad de condiciones con una empresa de capital privado. 

Este es el caso de los recicladores agremiados a la Cooperativa de Trabajo Asociados Planeta Verde, del municipio de Rionegro. A través de esta abogada, se han adelantado cinco (5) acciones judiciales ante la jurisdicción contencioso administrativa, cuatro de estas solicitando se les respete como personas de especial protección Constitucional. 

El municipio de Rionegro (Ant), desde el año 2018 presentó demanda en ejercicio del medio de control de controversias contractuales, buscando desalojar a casi cien (100) recicladores (caso con gran similitud al de Navarro), la gran mayoría personas de la tercera edad, discapacitados y madres cabeza de familia,  de un predio del municipio que les entregara en el año 2002 bajo un convenio de intercambio de servicios y donde estos realizan la actividad de recuperación del material que recolectan en las rutas selectivas.

El proceso se adelantó ante el Juzgado 22 Administrativo Oral de Medellín, radicado 05001-33-33-022-2018-00135-00 (https://youtu.be/svGbkIeq984 ), autoridad judicial que violó las garantías procesales de estas personas de todas las formas posibles y que se ensañó por razones desconocidas con estos recicladores, al punto que fue necesario que el tribunal Administrativo de Antioquia tanto en sede de instancia como tutela declarara en dos ocasiones la nulidad de todo lo actuado y ordenar a dicho funcionario rehacer las actuaciones judiciales por violación al debido proceso judicial. 

Este funcionario, pese a solicitarle de en todos los espacios procesales posibles se aplicara la jurisprudencia constitucional de recicladores, en sentencia emitida el 21 de octubre de 2021, señaló 
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Lo anterior, pese a que se le suplicó, literalmente, que si ordenaba la restitución del inmueble brindara alternativas de reubicación para la digna subsistencia de los recicladores. 

Con el fin de buscar la protección de los derechos colectivos de la población recicladora y la comunidad en general, al goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias, la moralidad administrativa, el acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública, la libre competencia económica, el acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, los cuales son derechos vulnerados por el municipio de Rionegro (Ant), se adelantó ante el Juzgado 24 Administrativo del Circuito de Medellín, bajo radicado 05001-33-33-024-2018-00180-00, entidad judicial que en el fallo de 8 de julio de 2019 manifiesta lo siguiente:
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El Tribunal Administrativo de Antioquia, confirma la decisión, señalando no obstante, que la demanda debió tramitarse como una acción de grupo y no una popular, como si el Juez Contencioso Administrativo no tuviera la facultad de encausar la acción y más aun cuando quienes les estaban solicitando justicia material eran personas de especial condición de vulnerabilidad, acreditada en el proceso. Ninguna de las entidades judiciales se tomó la molestia de leer el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional y garantizar el acceso a la administración de justicia.

Así mismo sucedió con la acción de cumplimiento instaurada para solicitar el cumplimiento del PGIRS municipal de Rionegro, el cual se falla argumentando que se está solicitando es 
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La última demanda presentada fue el medio de control mixto de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en conjunto con Reparación directa radicado 05001-33-33-025-2019-00201-00, dado que el municipio de Rionegro (Ant), decidió quitar las rutas de recolección de material a los recicladores de Planeta Verde. El Juzgado 25 Administrativo de Medellín en audiencia inicial de oficio declara la excepción previa de inepta demanda y termina el proceso, decisión confirmada por el Tribunal Administrativo de Antioquia. Para ninguno de estos entes judiciales, existe la línea de protección constitucional en material de recicladores emitida por la Corte. 

Conclusión: 
La jurisprudencia constitucional construida entre 1995 a 2015 por la Corte en materia de recicladores es letra muerta para los operadores judiciales para quienes solo es aplicable la teoría del libre mercado para todos los participantes en el juego del aprovechamiento. 
Este en principio debía ser un juego de asimetrías donde la Corte Constitucional proporcionó unos medios para que el mercado operara de manera simétrica colocando los elementos para que los jugadores naturales (recicladores) participaran con discriminación positiva y hacer simétrico el juego respecto de quienes ingresaran con mejores posibilidades de competir, no obstante se le entregó la administración de este medio al Ejecutivo y este en una distorsión del mandato de la corte crea una norma que quiebra la simetría tornándose en una especie de juego de dictador donde el Estado arbitra de manera irregular y con aparente pero no suficiente discriminación positiva a favor de los recicladores, por lo cual, como puede verse con recicladores de Planeta Verde, los termina dejando fuera. 


Saludos.

KATHERINE RESTREPO MONSALVE
CC 39.358.099
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Respecto a lo manifestado por la parte demandada en los alegatos de conclusién, asi
como o aludido en la diligencia de testimonios, en cuanto a que se deben adoptar
acciones afirmativas que faciliten la inclusion de la poblacion recicladora en la
prestacién del servicio publico de aseo, indicando algunas sentencias de tutela de la
Corte Constitucional, asi como como el Decreto 596 de 2016-"por el cual se modifica y

adiciona el Decreto 1077 de 2015 en o relativo con el esquema de Ia actividad de aprovechamiento del
servicio publico de aseo y el régimen transitorio para la formalizacion de los recicladores de oficio, y se dictan

otras disposiciones”-; advierte el Juzgador que las normas que regulan la materia, como
quedd anteriormente expuesto, posibilitan obtener la restitucién del bien inmueble por
parte de la entidad territorial propietaria, dada la tenencia precaria a titulo de
comodato por la cooperativa de trabajo asociado, aunado a la relacion contractual
existente entre las partes y las estipulaciones alli previstas, sin que con ello se cercene
0 menoscabe la participacién econdmica del reciclaje, pues, de una parte, el desarrollo
de dicha actividad no se circunscribe a la utilizacion exclusiva de dicho bien inmueble,
y, de otra, el proceso de la referencia se enmarca dentro de un juicio de legalidad en
virtud del derecho real de dominio que ostenta el municipio demandante y no de
constitucionalidad, como lo pretende enmarcar erréneamente la accionada, sin
quebranto a los principios de igualdad y dignidad, asi como a las politicas que
competen a las entidades territoriales respecto de la implementacién de las acciones
afirmativas para favorecer a la poblacion recicladora y fortalecer su actividad
econémica.
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En principio se tiene que de las normas transcritas no se desprende que
sea una obligacion de la entidad territorial proporcionar a los
recicladores los inmuebles para la realizacién de sus labores, puesto
que si bien se habla de adoptar y fortalecer las acciones afirmativas en
favor de dicha poblacion, no estd dicho mandato de manera taxativa,
en tal sentido, se trata mds de érdenes que implican acompafiamiento
en su labor de organizarse, en aras de desarrollar su actividad de
manera ordenada, de forma tal que se beneficien y beneficien el
conglomerado social.
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Y en lo que respecta a las obligaciones derivadas de los convenios y contratos.
suscritos entre las partes, puede la Cooperaiva de Trabajo Asociado de
Recicladores exigir su cumplimiento a través de otros medios de control.

- En el articulo 2.3.25.3.1 se establece un plazo de cinco afios para que las
organizaciones de recicladores procedan a la formalizacion progresiva de las
personas prestadoras de la actividad de aprovechamiento y para que cumplan con
las obligaciones administrativas, comerciales, financieras y técnicas.

- Mientras que el articulo 2.3.25.3.2 consagra las fases para la formalizacion
progresiva de las organizaciones de recicladores y la obligacion de éstas de
efectuar reportes al Sistema Unico de Informacion, previo registro ante la
Superintendencia de Servicios Publicos Domiciliarios.

Se observa entonces que las normas respecto de las que se solicita el
cumplimiento no contienen un mandato perentorio, concreto, claro y directo que
deba ser acatado por el municipio de Rionegro. Las disposiciones que se invocan
en esta oportunidad no consagran un deber imperativo e inobjetable a cargo de la
entidad terrtorial demandada.




